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RESUMEN 

En el presente trabaJo haremos una revisión de lo que 

la doctrina entiende por iniciativa legislativa popul<u. sw, 

fundamentos teóricos y su justificación. Luego analizare­

mos la evolución histórica de la iniciativa legislativa po­
pular en las constituciones mús representativas del pasa­

do, y los antecedentes de este derecho en las constituciones 

peruanas desde 1 S23 hasta 1979: nos referimos al derecho 

de petición y al derecho de participación popular. 
Por último. se harú un anúlisis de la regulación de esta 

instituci(ln de la democracia semi-directa en la Comtitu­

ción de 1993, comparcíndola con la Constitución espai1ola 

de 1 <J7S e intentando hacer una proyección sobre el futuro 

de esta institución en la realidad. 
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CoNSTITUCIONAL 

INTRODUCCIÓN 

La iniciativa legislativa popu­
lar recogida en la Constitución de 
1993 es una institución de la de­

mocracia semi-directa que no ha 
sido acogida con entusiasmo por 

las constituciones del mundo a través de la historia, por 

haberse preferido el modelo de la democracia representa­
tiva. Es importante descubrir qué significa la iniciativa 
legislativa popular, su importancia como institución de la 
democracia semi-directa, y sus efectos para atenuar el 

modelo representativo absoluto, según la doctrina. Tam­
bién es importante conocer cómo ha sido regulada la ini­
ciativa legislativa popular en nuestro ordenamiento, y sus 
alcances según la ley. Sin embargo, lo más importante es 

el estudio de su adecuación a la realidad y analizar si es 
posible su funcionamiento teniendo en cuenta el habitual 
divorcio que ha existido entre las normas constitucionales 
y la realidad a través de la historia republicana. 

El estudio de la inicia­
tiva legislativa popular 
tiene gran importancia en 

la actualidad porque esta 
institución podría servir 
para fortalecer la demo­
cracia en el Perú al hacer 

sentir a la ciudadanía que 
tiene un mayor control 
sobre las decisiones y que 
su opinión es tomada en 
cuenta realmente, a dife­
rencia del viejo modelo 

representativo que conte-
nía la Constitución de 

1979. que alejaba a la ciudadanía de la toma de decisiones y 
sólo pedía su opinión al momento de elegir a sus represen­

tantes. Todo depende del adecuado funcionamiento del 
mecanismo en la realidad. 

En este trabajo utilizaremos preferentemente el enfo­
que histcírico y, por supuesto, los enfoques comparado y 
dogmütico. Creemos que es necesario tratar de hacer un 
análisis histcírico comparado del tema porque es un enfo­
que prácticamente inexplorado, y pensamos que muy im­
portante para entender correctamente la institucicín de la 
iniciativa legislativa popular y su posible funcionamiento 
futuro en el Perú. 

1. lA INICIATIVA LEGISLATIVA 

POPULAR SEGÚN LA DOCTRINA 

Al comenzar este capítulo debemos aclarar que deno­
minamos iniciativa legislativa popular a la iniciativa le­
gislativa del ciudadano. En este trabajo utilizamos indis­
tintamente ambos términos para referirnos a la misma 
institución de la democracia semi-directa; pero preferimos 

el de "iniciativa legislativa popular" porque es el utilizado 
mayoritariamente por la doctrina que se refiere al tema. 

La denominacicín que utilizamos en este trabajo (inicia­
tiva legislativa popular) responde a un criterio de clasifica­
ción y diferenciación usado por la doctrina. Hablar de ini­
ciativa legislativa popular sirve para diferenciarla de los otros 
tipos de iniciativa legislativa que existen: la iniciativa legis­
lativa del Gobierno (entendido éste como Ejecutivo), la ini­
ciativa legislativa del Parlamento. y la iniciativa legislativa 
de las comunidades autónomas (en el caso español). En el 
presente capítulo trataremos de establecer en qué consiste 
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la iniciativa legislativa popular, y porqué es una institución 
de la democracia semi-directa. Para lograr esto debemos 
establecer primero, qué es la democracia semi-directa. y cuál 
es su relación con la democracia representativa; luego defi­
niremos el derecho de iniciativa legislativa popular (o ini­

ciativa legislativa del ciudadano) y sus alcances como insti­
tución de la democracia semi-directa; por último. se 
establecerá la diferencia que existe entre la iniciativa legis­
lativa popular (institución de la democracia semi-directa) y 
la legislación popular (democracia directa). 

l. l. Democracia representativa y 
democracia semi-directa 
La democracia representativa y la democracia 

semi-directa son dos modelos democráticos fundados en 
dos distintas teorías sobre la soberanía nacional (sobre cuál 

es la fuente del poder): la teoría de la sober<mía de la na­
ción y la teoría de la soberanía popular respectivamente. 

1.1.1. La teoría de la soberanía de la nación y 
la democracia representativa 

La teoría de la sobera-
nía de la nación sostiene 
que la soberanía pet1encce 
a la nación, entendida ésta 

como una entidad o perso­
na distinta de los imhvi­

duos que la componen.' 
Esta idea de la nación 

como titular de la sobe­
ranía fue creada por 
Rousseau en "El contra­
to social" cuando da la 
fcírmula del pacto social: 

[En el pacto social] Cada 
cual pone en común su persona 

y su poder bajo la suprema dirección de la voluntad general. y cada 
miembro es considerado como parte indivisible del todo. [la nación] 2 

En el siguiente pürrafo, Rousseau reafirma su idea de 
nación como titular de la soberanía: 

Al instante este acto de asociación [pacto social] transforma 
la persona particular de cada contratante en un ente normal (sic) y 
colectivo [la nación], compuesto de tantos miembros como votos 
tiene la asamblea, la cual recibe de este mismo acto su unidad, su 
yo común, su vida y su voluntad. [voluntad general o soberania) ·1 

Se nota claramente que Rousscau concibe <1 la nación 
como una persona, como una unidad distinta de los indi­
viduos que la componen. Para Rousseau, la nación es un 
todo indivisible, y si esta naci6n es titular de la soberanía. 
entonces solamente la nacicín (como un todo) puede ex­

presar su voluntad y tomar decisiones. 
La teoría de la soberanía de la naci(ln fue recogida por 

la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano. 
proclamada por la Asamblea Constituyente francesa de 
17S9 en su artículo 3: 

El principio de toda soberania reside esencialmente en la na­
ción. Ningún individuo ni corporación puede ejercitar autondad que 
no emana expresamente de ella. 4 

Rousseau no es el creador de la democracia represen­
tativa; por el contrario, él cree que la soberanía no puede 

estar representada, porque consiste L'n la voluntad general 

de la nación, y la voluntad no puede estar rcpn:sent<tda 
pues es ünica e indivisible. 

HAURIOU, André. Derecho constitucional e instituciones politicas. Barcelona: Anel, 
1971. p.346 
ROUSSEAU, Jean·Jacques El contrato soCiaL Madrid: EDAF, 1989 p.55 
lbKJ. p.55-56 
ASAMBLEA CONSTITUYENTE. Declaración de Derechos del Hombre Cru· 
dadano . .En Derecho constitucional general. lima: Pontificia Universidad 
del Perú. 1992 v.2 p 527 
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Los diputados del pueblo no son representan­
tes, sólo son comisarios del pueblo y no pueden re­
solver nada en definitiva. Toda ley que el pueblo en 
persona no ratifica es nula; vale decir, no es una ley. 5 

La idea de la democracia rep resent ati va es 
producto de la interpre tac ión que hace Sieyés de 
la teoría de la soberanía de la nac ión e n su obra 
"¡,Qué es e l tercer Estado'/" . Sieyés hace esa in ­

terpretación para dar una sali da prácti ca al pro­
blema que plant ea la soberanía de la nación tal 

como era ent end ida por Rousseau. Este problema consis­
tía e n la impos ibilidad l'ísica de reu ni r a todos los compo­
nentes de la nación para que delibe ren y to men dec is io nes 
en un país con m illones de hab it an tes. 

Antes qu e Sicyés, Montesqui eu ex presó preocupac ión 
pP r la imposibil idad de consult ar la voluntad genera l de la 
nación debi do :1 la cantidad de pob lac ión, y a la incapaci ­
dad del pueblo para gobernarse; por es to conside ra que es 

necesari a una asa mblea compuesta por los más capaces. 
Del mismo modo que la mayoria de los ciudadanos que tienen 

suficiencia para elegir no la tienen para ser elegidos, el pueblo, que 
tiene capacidad suficiente para darse cuenta de la gestión de los 
demás, no está capacitado para llevar la gestión por si mismo' 
La c ita an te rior es uno de los pilares sobre los cuales 

se ed il'i car:i la democrac ia re present ati va pos te rionn ente. 
Segú n Montesquicu, la represt: nt ación sirve para subsa­
na r los probl e mas de la democracia: 

La gran ven taja de los representantes es que tienen capaci­
dad para discutir los asuntos. El pueblo en cambio no está prepa­
rado para esto. lo que constituye uno de los grandes inconvenientes 
de la democracia.' 
Pero . aún tomando en cuent a las ideas de Montesquieu, 

e l concepto de rqm:sentación es es tablecido dcl'ini tiva­
me ntc por Si eyés. El encuentra que la única so lución al 
proble ma es la representac itín; veamos c u ~í l es e l nu.ona­
mientn que lo lle va a dec ir esto: 

S ieyés a l'irma que en la l'ormac ión de las sociedades 
pol íticas hay tres époc as: 

En la primera hay individuos a islados que qui e ren re­
unirse . E ll os l'u rman una naci ón ; es ta etapa se caracte­

ri;a por e l j uego de las volu ntades indi vidua les. Su 
obra es la asoc iac ión. 

La segu nda etapa es ta caracterizada por la volun tad 
común. Los asociados discuten entre sí respecto a las 
necesidades ptíb licas. El pode r pe rtenece al púb lico . 
En la terce ra época no obra la voluntad co mún real 
si no una voluntad co mtm representati va. Los asoc ia­
dos aume nt an y se dispersan e n una superfi c ie muy 
ex tensa, lo que dil'iculta que expresen su vol untad co­
mún. La solu ción es conl'i ar e l eje rcicio de una por­
ción de voluntad nacional a a lgunos individuos.~ 

Dahl hace una rcsci1a sobre la evol ución de la demo-

crac ia represe nta ti va: desde los g ri egos has ta el s.XY II , 
no se concebía la pos ibil idad de que la legis lat ura consis ta 

en un cuerpo de representantes , y no en todos los ciudada­
nos reunidos. Durante la guerra c ivil inglesa, los purita­
nos st: vieron obli gados a admitir la legitimidad y la nece­
s idad de la representación para e l desarro ll o ruturo de la 
democrac ia . Locke me ncio na super fi c ia lme nte ~1 la repre­
sent ac ió n en su "Segundo tra tado" y Rousseau la rec ha;a 

ROUSSEAU, Jean·Jacques. QJull, p.1 61 
MONTESOUI EU. Del Espíritu de las leyes Madrid: Tecnos, 1987. p.13 
lbid .. p.109 
SIEYES. Emmanuel. ¿Que es el Tercer Estado? Madrid. Aguilar, 1973. p.71·73 
OAHL, Robert Atan. Democracy and rts critics. New Haven: Y ale University Press. 
1989. p.28·29 

10 En El Espíritu de las leyes (1748) Montesquieu escnbió admirablemente sobre la 
constitución inglesa y diio que. desde que era imposible en un gran Estado que la 
gente se reuniera en Asamblea. el pueblo debia escoger representantes para que 
hagan lo que ellos no podían hacer por si mismos. (Traducc ión nuestra) lbid., p.29 
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de plano. La representación no es un in vento de la de mo­
crac ia, es una instituc ión de la Edad Medi a. Su a li nnza­
miento se di o en e l s. XIX.'' 

Sigui endo a es le ~1u to r encont ramos que menciona e l 
prob le ma de la im posi bilidad de tomar dec isiones al es tilo 
de la de mocracia direc ta en un Es tado moderno co n gran 
pohlaci<Ín y extensión , y la resol ución de este prob lema 
según Montesqui eu. 

In The Spirit of the Laws (1748) Montesquieu wrote admiringly 
of the English constitution and declared that, since it was impossible 
in a large state for the people to meet as a legislative body, they 
must choose represen tatives to do wha t they could not do 
themselves.'0 

Robert Dahl también di ce que la representac ión salvó 
a In democrac ia de su desapari c ión y so lucionó e l prob le­
ma de su fun cionami ento en los grandes Es tados mockr­
nos ya que, antes, la democracia hab ía es tado limit ada a 
pequeñ as ciudades-Eslado, con poca pob lación ; ésta ruc 
una gran ventaja que hi zo que la represen tac ión se irn pon­

gn definit ivamente en e l s.X IX , a pocos años de la d iscu­
sión del probl ema por Rousseau y Montesquieu: 

Within a few generations of Mon tesquieu and Rousseau, 
representation was widely accepted by democrats and republicans 
as a solution th at eliminated the ancien t limits on the size of 
democratic states and transformed democracy from a doctrine 
suitable only for sma/1 and rapidly vanishing city-states to one 
applicable to the large nation-states of the modem age. " 
La teoría de la soberanía dt: la nación está estrechamen­

te re lac ionada con la representación, más aún, la represen­
tac ión ti ene su fundamento en la teoría de la soberanía de la 
naci6n ; as í lo afirma Maurice Du verger cuando dice: 

La teoria del mandato representativo corresponde a la de la 
soberania y de la representación nacionales. Si el conjunto de los 
diputados representa al conjunto de la nación, los representantes 
no están ligados por un mandato preciso recibido de sus electores, 
puesto que, los verdaderos mandantes no son éstos, sino la na­
ción. Ésta, al ser un ser colectivo incapaz de expresarse, no puede 
dar instrucciones a sus representantes, solamente les da el man­
dato de representarla , es decir, de expresarla.12 

1.1.2. La teoría de la soberanía popular 
Esta teoría sos ti ene que el poder de mandar rcs1de de 

forma directa - y cxpresable directamente- . en la univer­
sa lidad de los c iudadanos. 11 

La teo ría de la soberanía popul ar también encuentra 
su origen en Rousseau, cuando dice: 

Supongamos que un Es tado tiene diez mil ciudadanos. El 
soberano no puede considerarse sino colectivamente y en cuerpo, 
pero cada particular en su calidad de súbdito es considerado Indi­
vidualmente. Asi, el soberano es el (sic) súbdito como diez mil es a 
uno; es decir, que a cada miembro del Estado le corresponde la 
diezmilésima parte de la autoridad soberana, aunque este someti· 
do enteramente a ella. " 

11 Unas pocas generaciones después de Montesquieu y Rousseau. la repre senta· 
ción fue ampliamente aceptada tanto por demócratas y republ icanos como una 
so lución que eliminaba los viejos limites del tamaño de los estados democráticos. 
y transformó la democracia de una doctrina válida solamente para pequeñas y 
efímeras ciudades-Estado a una aplicable a los grandes Estados-naciones de la 
era modema (traducción nuestra). loc.cit. 

12 OUVERGER. Maurice. lnstitucíones políticas y derecho constitucional. Barcelona: 
Ariel. 1970.p.1 19. 

13 HAURIOU. Andre . QJuil. p.349. 
14 ROUSSEAU. Jean·Jacques. QJull. p 112. 



CüNSTrTlJCIONAL 

Rousscau mantiene la idea de 

un soberano colecti vo, pero a la 

vez, fracciona e l poder de decis ión 

ent re todos los ciudadanos miem­

bros de la nación. La teoría de la 

soberanía popular condujo a Rous­
seau a una concepción radical de la democracia, muy cerca­
na a la democracia directa: 

Los diputados del pueblo no son, ni pueden ser representan­
tes, son únicamente sus comisarios, y no pueden resolver nada en 
definitiva. Toda ley que el pueblo en persona no ratifica es nula ; 
vale decir, no es una ley. " 
Rousscau fundó la teo rí:-. de la soberanía popular, ha­

s;índosc en el pacto social: s i el pacto se hiw con la parti­

cipac ión de todos , y por é l los individuos quedan bajo la 

suprema dirección de la vo luntad general, entonces cada 

individuo elche tener su porción de sobe ranía , es decir es 

soberano en la medida en que da origen al poder (por el 

pacto), y es al mismo tiempo súbdito ya que elche obede­

ce rlo. La concepción democnítica se basó en el principio 
de la soberanía popular."' 

La teoría de la soberanía popular también fue seguida 
por Robcspicrrc; según él, se debe establecer en la Const i­

tuciún esta ve rdad indudable: que e l pueblo es bueno y 

sus delegados son co-

rruptibles. Sólo la vir­

tud y la soberanía del 

pue blo son capaces de 

del'cnder al mismo 

pueblo de los vicios y 

del despotismo del go­

bierno. Si se quiere 
salva r la libertad. es 
necesa rio según Ro­

hc s pierre. consagrar 

ese principio en la 

Constituc i<Ín. 17 

J. 1.3. Relación entre representación y 
democracia semi-directa 
La representación no es incompatible con la democra­

cia semi-directa, aunque en principio pareciera ser así. Por 
e l contrario. es necesaria la combinación de representación 

y mecanismos de la dcmocr~H.: ia semi -directa. aportando. la 
primera, la eficiencia y rapidez necesaria para la toma de 

decisiones, y la segunda. la participación y el control popu­

lar efectivos. Debemos tomar en cuenta que cualquier ex­

tremo es malo, por lo que una democracia representati va 

pur;1. donde los ciudadanos solamente pueden elegir a sus 

re presentantes cada cierto tiempo y no pueden intervenir en 

la toma de decisiones e n e l pe t·íodo de ti empo entre cada 

elección, no es una verdader;¡ democraci;1, a lo sumo ser;í 

un remedo de democracia , una especie de dictadura de los 

representantes encubierta, ya que sus decisiones durante su 

período de mando son incuestionables. Por otro lado. una 
democracia directa pura generar ía caos e incertidumbre, 

debido a la gran población que tienen los países en la actua­

lidad . Sería imposible reunir a todos los ciudadanos para 

toma r decisiones (y pensar que se pnndrían de acuerdo cst<Í 

fuera de toda lóg ica), esta situación traería como consecuen­

cia el e ntrampamiento de las decisiones del Estado, la falta 

de soluciones a problemas urgentes , y la anarquía, pues al 

15 lb id .. p.161 
16 CUMPLIDO CERECEDA. Francrsco y Humbe~o NOGUEIRA ALCALÁ. Teoria de 

la Constitución. 2a.ed. Santiago: Universidad Nacional Andrés Bello. 1990. p.124 
17 ROBESPIERRE, Maximiliano. Discursos e informes en la Convención. Madrid 

Cienc ia Nueva, 1968. p.117 
18 ROUSSEAU. Jean·Jacques. Q¡ujL p.161 

no haber leyes -porque segli n la democracia directa pro­

puesta por Rousseau , toda ley no rati ri cacla por el pueblo no 

es ley"- todos los ciudadanos podrían actuar de la manera 
que se les ocurra. La democracia semi -directa acepta la re­

presentacitín por razones pr;ícticas, e incluye instituciones 

como la iniciativa popular, el referéndum y la revocatoria 

para dar oportunidades de participaci tín rc;il en L1 toma de 
decis iones a la ciudadanía. 

Condorcct es quien armoniza los co nceptos de p:lrti­
cipaci(ln y reprcsentacitín. El pode 1· político cst:i encami~ 

nado a la defensa de los derechos y lihcnade;,; lo que se 
cstahleec e n inte rés de todos, por todos elche se r establec i­

do. por esto no se puede nega r a nini!LIIl ci udadano el de­

recho a partic ipar políticamente. La participación es la hase 

de la legitimidad. Aunque todos ti enen el de rec ho de par­

ticipar. la sober<mía corresponde al pueblo e ntero como 

un todo. Condorcet parte de un a posicil'lll identificada con 

e l sistema representativo que se implcmcnttí en Inglaterra: 
es ¡xlrlidario del sistema representativo que no cst;í sujeto 
a mandato imperativo, pero se cuida del peligro de desvi¡·­

tuar la soberanía popular. Por esto la ohligaci<Ín del repre­
sentante es recoger la voluntad nacional, para luego l'or­

mularla con total independencia de cri terio; deja al pueblo 
fa c ult¡¡des par¡¡ con­

trol ar la tom¡¡ de deci­

s iones. como la rati fi­

c acitín d e la s leyes. 

Bu;,c:l un sistem:1 in­

termediocntrl' 1<1 inter­
vcnci<'lll direct;¡ del 
pueblo y [;¡ repre.scn­

taci<ín pura.''' Comu 
se puede ¡¡preciar. el 
c;11nino de CondotTet 

nos co ndu ,-c r;ípid;J­

mcnte :1!¡¡ cl cnHK-raci¡¡ 

se mi-direc ta como e l justo medio deseado e ntre rcpresc n­

taci<Ín y democracia directa . 
Los p rin cipales mecanismos de Li democr;¡ct;l 

semi-d irecta .son: el rcfet·éndum, la rem<>Ci<ín <> rcvoc:lci<ín 

Je au toridades, y la iniciativa legi si:Hiva popul:u·. matcri:1 

de este trabajo. 

1.2. El derecho de iniciativa legislativa 
popular como institución de la democracia 
semi-directa 
La inic iati v¡¡ lcgi sl¡¡ti va popular es e l derecho de pro­

poner leyes que deben ser tr;unitad ;ls por cllc,l!islativo de 

parte de una fracc ión de ciudadanos con voto. 

Vea mos dos intcmos de de flni c i(ll1 de la 111i ,·iat iva lc­

gislati va popular aport:1dos por la doc trina: 
[La iniciativa legislativa popular} es el derecho que asiste al 

pueblo de elaborar y presentar al Parlamento o al pueblo m1smo. 
en el caso especial de la iniciativa popular seguida de referéndum. 
proyectos o proposiciones de ley.'" 
La definición anterior pertencn: ¡¡ Franciscu l'vlir(> 

Quesada Rada, nos parece completa. pues incluye el c:rso 

de la ini ciativa popular seguida de rc l'créndum. La sigu ien te 

dcfiniciún pertenece a Darío llcrre ra Paul sé n: 
Esta institución [la iniciativa legislativa popular} permite que el 

pueblo, mediante peticiones -<¡ue deberan reunir ciertas condiciones­
pueda solicitar o proponer la dación de determinadas leyes ( .)" 

19 CONOORCET. Bosquejo de un cuadro histórico de los progresos del espiritu hu­
mano. Madrid: Editora Nacional, 1980. p.39-44 

20 MIRO QUESADA RADA, Franc1sco. Democracia directa y derecho constitUCIOnal 
Lima: Artes y ciencias, 1990. p_144. 

21 HERRERA PAULSEN. Da río. Derecho constitucional e instituciones políticas. L1rna 
Edito rial y distribuidora de libros, 1987 . p.2R3. 
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Ln la cita antnior encontramos una con­
fus ión: !:1 iniciati v:t legislativa popular no se 
c.icrcc nH.:diante peticiones. éste es un derecho 
distinto: e l derecho d<.: pet ici1ín, el cual scr:í 
abordado m:ís adelante. 

La iniciati va kgislativa como de recho 
ci udadano es una forma concreta de partici­

paci(Jn popular directa en los asuntos públi­

cos: co mo ta l es una institución de la demo­
cracia semi-directa l·u nd ada en la teoría de la 

soberanía poptilar. 
La lúgica de la que su rge el derecho de 

inici:tliva legislativa popular es aproximada-
mente la siguiente: si la soberanía emana del pueblo. en­
tendido éste como el conjumo de los ci udadanos. y cada 
ci udadano por se r mi e mbro de l pueblo ti ene una porción 
de soberanía. entonces los ciudadanos tienen el derecho a 

plantear propuestas de ley en ejercicio de su porción de 
suberanía. El complemento ideal del derecho de ini cia ti va 
legislativa popular, para que sea efec ti vo, es e l rderén­

dum. en caso qu e la propuesta no sea aceptada o sea dc­
f,Jrmad:1. ya que s i s(Jio se permitiera a l pueblo present:lr 
proyectos de ley y se dejara la deci s ión final a los repre­
sentantes se est:u·ía anulando en !:1 w:íctica el derecho de 
inici:lliva p11pul:1r y el principio de soberanía popular; es­
taríamos l'rente a un:1 representación pura encubierta. 

Dehc n1 os tener en cl a ro que la inici ativa legislativa 
popular es un derecho de los ciudadanos , es decir, es un 

derec ho político incluido dentro del derecho de participa­

ción popular directa e n los asuntos públicos. El derecho 
de participaci<ín directa en los asuntos públicos es recono­
cido en varios documentos intern acionales de protecci<ín 
de los derechos humanos. Así tenemos que la Declaración 

U ni versal de lo s Derechos Jiu manos aprobada por las 
Nac·iones Unidas lo recoge cuando di ce : 

Art. 21.- 1. Toda persona tiene derecho a participar en el go­
bierno de su pais. directamente o por medio de representantes 
libremente escogidos. (. . .)22 

La <.léc lamción americana también protege este derecho: 
A11. XX- Toda persona. legalmente capacitada. tiene el dere­

cho de tornar parte en el gobierno de su pais. directamente o por 
medio de sus representantes. y de participar en las elecciones popu­
lares, que seran de voto secreto, genumas. periódicas y libres-" 
El Pacto intemacional de derechos ci viles y políticos 

reconoce este de rec ho en su artículo 25: 
Arl. 25. - Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las 

distinciones mencionadas en el articulo 2, y sin restricciones inde­
bidas, de los siguientes derechos y oportunidades: 

a. Participar en la dirección de los asuntos públicos, directa­
mente o por medio de representantes libremente elegidos;(. . .)'' 
Finalmeutc . la Convención Americana sobre derechos 

humanos menciona este derecho: 
Art. 23.- 1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguien­

tes derechos y oportunidades.· 
a. De participar en la dirección de los asuntos públicos, direc­

tamente o por medio de representantes libremente elegidos; (. . .)25 

De la lectura de l;¡s c itas de estos documentos pode­
mos deducir qu e el derecho a p:lrticipar en los asuntos 

ptihlicos en lnrma directa o por medio de representantes 
es un derecho mu y important e. pues es una de las bases de 
la democracia. Debemos aclarar que nosotros entendemos 
la ex pres ión -·part icipa r en la direcciún de los asuntos pú­

bli cos. directamente o por medio de representantes", no 

22 O'DONNELL. Dan1el. Protecc ión internacional de los derechos humanos_ Lima 
CAJ. 1988 p 287 

23 loc.cit 
24 loc_cít. 
25 lbid p.28B 
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en rorma exc luyente (es deci1·. si se participa por med io de 
represe ntantes no se participa directamente, y vic eversa). 
sino que la entendemos como dos ideas comp lementari as, 
es decir, es necesario que los ciudadanos tengan de recho a 

participar por medio de represe ntant es . y también es nece­
sario que participen directamente. Para inte rpre tar de esta 
manera esta expresi ón nos basamos en e l ca r:í cter compl e­

mentario de rcp¡·escntación e institucio nes de la democra­
cia semi -direct ~l (ve r supra) 

La iniciati v;\ legislati va como derecho ciudadano, a l 
sc1· un modo de participacilÍn popul ar direc ta en los asun­
tos públicos, resulta prot egida por estos cuatro instrumen­
tos de ddensa de los derechos humanos. como un de recho 
político base de la democracia. y a través de ella c·onHJ 
condicionante de todos los dem;ÍS derechos humanos .·''' 

1.3. Diferencia entre iniciativa legislativa 
popular y fegislacián popular 
La iniciativa legislativa po pul ar es una inslituc i(ín de 

la democracia semi -directa. com o tal. es distinta de la le­
gislación popular, que es propia de la democraci:1 directa. 
La democracia directa actualmente es sólo una curiosidad, 
un rezago del pasado. y exi ste en te1Titorios pequef\os y 
con poca población. pues no es pr:íctica p:1ra runcionar en 
los grandes Estados modernos: en cambio. la democracia 
semi-directa sí tiene posibilidades reales de runcionamien­
to, aunque no hay:1 si do muy Ltvorccida en las constitu­

ciones modernas. 
La lcgi slaci<Ín popular es un procedimiento que corres­

ponde ~~ las democracias antiguas. en que las dec isi ones las 
tomaba la asamblea general de ciudadanos. '7 Para Rous­

seau. la democracia verdadera tenía que ser una democr:1cia 
directa. su ideal de buen gobierno era la legislaciiín popu­
lar, mediante la cual los ciudadanos toman las decis iones 
direc tamente en una Asa mblea con participación de todos: 

En una ciudad bien gobernada todos recurren a las asam­
bleas; bajo un mal gobierno nadie da el menor paso para concurrir 
a las mismas, ni se interesa por lo que alli se hace, ya que se prevé 
que la voluntad general no dominará(. . .[' 
La iniciati va lcgislati v:t popular. como institución de 

la demonacia semi-directa . wnsistc en una espec ie de 
colaboraci ón de los ciudadanos y de sus representantes. "' 

Al revisar los dos conceptos , notamos clarament e las 
diferenc ias: mi entras la democracia d irecta no acepta nin­
gún tipo de representaci(ín ,' 11 1a democrac ia sem i-directa 
(y con ella [;¡ iniciativa legi s lati va popular) acepta la re­

presentación y colabora con e ll a. 
Según Maurice Du verger. la democracia directa y la 

democracia semi-directa son dos tipos de intcrvenc i<Ín di­

recta de los ciudadanos en la vida política; él afirma que 

26 \bid .. p.293. 
27 DUVERGER, Maurice.Quit. p.124 
28 ROUSSEAU. Jean·Jacques. QuiL. p.160. 
29 DUVERGER. Maurice, loc.cil 
30 Cl. ROUSSEAU, Jean·Jacques. QuiL. p.161 . 
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actualmente la democracia repre­

sentativa funcion a en todas pa nes 
y que est<Í co mple tada por alguno 
de estos dos tipos de intervención 
directa: la democracia directa o la 

semi-directa. 1' 

Nosotros creemos que la diferencia entre la ini c iati va 
legislati va popular y la legislación populardehe entender­
se en el mismo sentido que la diferencia entre democracia 
se mi-directa y democracia directa. Para nosotros la demo­
cracia sem i-directa es una superacilÍn de la de mocrac ia 
directa (y de la democracia representativa) porque toma lo 

mejor de amhas para formar un nuevo tipo de democracia 
donde se comhinan la participac ión popular y la represen­
tación ; la vo luntad ge nera l y la e fi ciencia. La iniciati va 

legislativ a popular no es un procedimiento de legislación 

popular; es una forma más rcfin <tda de permitir la parti ci­

pación de la pohl ac ión si n entorpecer la ad mini straci ón 
del Estado. La democracia semi -directa es una su peración 
de la democracia direc ta; está en equilihrio entre la demn­
cracia direc ta y la democracia representativa ; es el justo 
medio en que consiste la virtud según Aristóteles." 

Seg ún Carl Sch­
mitt, "la lógica demo-
crática lleva a la supre­
si6n de las elecciones 

y a la votación de los 

asuntos por el puebl o 
en su identidad de cada 
momento'' .11 

Podemos ver que 
se está describiendo 
un proced imiento de 
legislaci6n popular; el 
mismo Schmitt reco-
noce que la legisl a -
ción popular es dife-

rente de la iniciativa legis lati va popular. cuando, alu·atar 
de la ini ciat iva legisl at iva popul ar, dice que la iniciativa 

de ley de l puehlo no es introducc ión de un procedimi ento 
de leg is lac ión popul ar. 1' 

2. EvoLuctóN HISTÓRICA 

DE LA INICIATIVA LEGISLATIVA POPULAR 

En este capítulo analizaremos la evolución de la inicia­
tiva legislativa popular en las constituciones del mundo a 
través de la historia. También trataremos el derecho de peti­

c ión como antecedente de la inic iativa legislativa popular, 
por ser és te un derecho recogido tempranamente por las 

constituciones peruanas, a diferencia del derecho de ini cia­
tiva legislativa popular, que sólo fue incluido en la constitu-

31 DUVERGER. Maurice, (&QL, p.123-124 
32 Para ac larar la diferencia que encontramos en tre la democracia directa y la 

semi-directa. emplearemos el razonamiento a ri s totél~o sobre la virtud. Aristóteles 
piensa que el bien no tiene un sign~icado único (idea de Platón). el bien debe ser 
lratado por la lilosofia práctica. ya que se trata de un objeto contingente. lgualmente. 
la virtud tiene que ver con las situaciones concretas. es un término medio con rela­
ción a nosotros Analógicamente diremos: la democracia no !ten e un significado U ni· 
ca (idea de Rousseau), la democracia es un objeto contingente; la democracia debe 
ser vista en relación con los hombres en situaciones concretas. La democracia que 
era buena en Atenas en el siglo V a.C. (democracia directa) o la democracia que era 
buena en el siglo XIX (democracia representativa absoluta). ya no son buenas ac­
tualmente; la realidad histórica ha cambiado. y con ella la deroocracia. La verdadera 
democracia actualmente es la democracia que combina participación y representa­
ción con el fin de beneficiamos a nosotros. la democracia "buena" o .. vi rtuosa" (en 
teoría) es la democracia semi-directa, porque es el término medio en relación a noso­
tros. Cl. ARISTÓTELES Elica nicomaquea. Libros 1.11 y VI. 

33 SCHMITT. Carl. Teoria de la Cons1nución. Madrid: Alianza Editorial. 1982. p251. 
34 lbid., p.257 
35 Cl. LUHMANN. N1klas. Panicipaetón y legtslación: tdeas y experienCias. En La par­

ticipación . Barce lona: Anuari de la Faculta! de Dret. 1985. separata 

ci6n actual. Finalmente tocaremos el tema de la participa­
ción popular en la Constitución de 1 'J7'J como antecedente 
del derecho de iniciativa legis lati va popular recogido en la 
constitución de 19')3; y veremos las di l'crcncias que exis ten 

entre decir simplemente "participaci6n popular" (como se 

decía en la Constitución de 1979) y decir "iniciativa lcgisl:t­
ti va popular" (Const itución de 19'J3). 

2.1. Desarrollo de la iniciativa legislativa 
popular en las constituciones del pasado 
La iniciativa legisl at iva popular no ha tenido mucha 

aceptación en las constituciones del mundo. '' Desde su apa­
ri c ión en la Constitución francesa de 17'JJ. pasó a la Cons­
tituci6n de Weimar, luego a la Constitución austríaca de 
19201<', a la espa1lola de 1 <)J 1. y a otras constituciones de 
Estados que surgieron después de la primer:t gue rra mun­
dial, como el Estado lihrc de Irlanda. 17 y los países hcílticos: 

Letonia" y Es tonia.'" En la presente sección de l 11·ahajo 
haremos una revisión de las tres constituciones m~ís impor­
tantes que recogieron e l derecho de iniciati va legis lativ;¡ 

popular: la francesa de 1703, por ser el origen del derecho 
de iniciativa legislativa popular; la a lemana de Jl) J<) , por 

ser e l origen del cons­
titucionalismo social y 
la constituci6n qu e 
revitalizó e l derecho de 
iniciativa leg is lati va 

popular al recogerla en 
e l siglo XX; y final ­
mente la constitución 
republicana españo la 

de 1031 . por ser lct 
constitución de un país 
con el que tenemos se-
mejanza hi stú1·ica. 

2. /./. La iniciativa 
legislativa popular 

en la Constituciánfrancem de 1793 
La Constitución francesa de 1703 fue la primer;¡ Cons­

tituci6n que ad mitió la ini c iativa legis lativa popular. en lct 
hi storia ."'' La Const ituc ión de 17l)3 puede ser ca lificada 
de constitución jacohina, ya que fue aprnhada e l 24 de 
junio de 1793, cuando los jacohinos ya hahían capturado 
e l poder. Los jacohinos eran micmhros de uno de los clu­
hes democnít icos que aparecieron con la Hevolución ; su 
nombre procedía del con vento dominicano de San Jacoho. 
en París, donde se reunían. El club se llam6 al principio 
"Sociedad de amigos de la Constitución" y después de la 

separación del grupo moderado en el ve rano de 179 1. los 

republicanos radicales dominaron e l club, gobernando 
dictatorialmente desde 1792 hasta 17'J4. El cluh fue clau­
surado tras la caída de Rohespierre, en 1794.11 

36 La ConstituCIÓn de Austria de 1920 establece en su ar1iculo 41 inciso 2. 1a ul iCÍJtiva 
legislativa popular, y los requisitos necesarios para ejercer este derecho. Véase 
MIRKINE-GUETZEVITCH. Las nuevas constituciones del mundo. Madrid: Edito­
rial España. 1931. 

37 La Constitución irlandesa de 192 1 recoge en su art iculo 48 1il pos1b1l1dad de im­
plementar el derecho de iniciativa legislat iva popular Aunque no lo establece di 
rectamente, faculta al Parlamento para organizar el ejercicio del derecho de in ick1tiva 
legislativa popu lar en un plazo de dos años: si el Parlamento no lo organizara, se 
autoriza la ce lebrac ión de un ref eréndum a petición de por lo menos setenta y 
cinco mil electores para decidir si se implementa o no la iniciativa legislativa popu­
lar. Véase: lbid. 

38 La Constitución de Letonia de 1922 permite. en su art1culo 78. la iniciativa legisla­
tiva popular seguida de referéndum, si es que el proyecto de ley no es aceptado o 
es aceptado con modificaciones. Véase: lbid. 

39 La Conslitución de Estooia de 1920. en los aniculos 29. 31 y 34. eslablece los 
fundamentos. requisitos y restricciones de la iniciativa legislativa popular. Véase: 
lbid. 

40 LUHMANN. Niklas. (&QL 
41 HOFSTATTER, Hans y Hannes PIXA. H1storia universa l comparada. Barce lon<J. 

Plaza & Janes. 197 1. v.6 p.58 
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Robespierre fue la figura principal del club de los 
pcobinos, y presidente del Comité de Salud Pública desde 

el 2 de _¡unio en que los jacobinos derribaron a los girondi­
nos.~' por tanto es importante revisar sus ideas sobre la ini­

ciativa legislativa popular para comprender el porqué de la 
inclusión de esta institución en la Constitución de 1793. 

El 24 de abril de 1793, RobespietTe pronunció un dis­
curso sobre la nueva declaración de derechos, en el que in­
cluía un anteproyecto de declaración de los derechos del hom­

bre y del ciudadano. En el artículo XXII de este anteproyecto 
se recoge el derecho de iniciativa legislativa popular: 

Todos los ciudadanos tienen el mismo derecho para concurrir 
al nombramiento de los mandatarios del pueblo y a la formación 
de la ley 43 

El 1 O de mayo de 1793, Robes pi erre pronunció otro dis­
curso fundamental sobre la Constitución, en el que expone 
sus ideas sobre la necesidad del equilibrio entre participa­

ción y n.:prescntación, y sobre la soberanía popular. Acerca 
del equilibrio entre participación y representación dice: 

Sólo hay un tribuno del pueblo que yo pueda reconocer: el 
propio pueblo. Cada sección de la República francesa posee atri­
buciones tribunarias. Y creo que sería fácil organizarla de un modo 
tan alejado de las tempestades de la democracia absoluta como 
de la pérfida tranquilidad del despotismo representativo. 44 

Sobre la soberanía popular están los artículos V y VII 

de su anteproyecto de Constitución: 
V La soberanía reside esencialmente en el pueblo francés. 

Todos los funcionarios públicos son sus mandatarios, el pueblo 
puede revocarlos del mismo modo que los ha elegido. 

(..) 
VI/. La población y la extensión de la República obligan al 

pueblo francés a dividirse en secciones para ejercer su soberania. 
Pero sus derechos no son ni menos reales ni menos sagrados que 
si sus deliberaciones se llevasen a cabo en una asamblea única y 
con todo el pueblo reunido. 45 

Es importante la alusi<Ín a la soberanía popular, por­
que sobre ella se va a asentar el reconocimiento al derecho 
de iniciativa legislativa popular tanto en el proyecto de 

Robespierrc como en la Constitución de 1793. 
La Comtitución de 1793, en su declaración de dere­

chos del hombre y del ciudadano, reconoce la teoría de la 

soberanía popular en su artículo 25, y el derecho de inicia­
tiva legislativa del ciudadano en el artículo 29. 

Art. 25.- La souveraineté réside dans le peuple; elle est une et 
indivisible, imprescriptible et inaliénab/e. 

( . .) 
Art. 29.- Chaque citoyen a un droit égal de concourir a la 

formation de la /oí el a la nomination de ses mandataires ou de ses 
agents. 46 

Es importante tener en cuenta que la Constituci<Ín de 

1793 fue la primera constituci<Ín del mundo que reconoció 

el derecho de iniciativa legislativa popular; pero debemos 
hacer notar que este derecho solamente fue reconocido y 
¡amjs llcgc'l a funcionar, porque la Constitución de 1793 
nunca llegó a regir, ya que el período durante el cual debió 
estar vigente fue un período de inestabilidad. fue el gobier­
no pcobino, llléÍs conocido como el terror, que duró hasta la 
caída de Rohespierre, el9 de termidor (27 de julio de 1794).~7 

La n.:acción termidoriana llevó a Robespierre y a sus 
partidarios a la guillotina, y arrastró consigo a la Constitu­

cilÍn de 1793, que fue reemplazada por la Constitución del 

42 GRIMBERG, Carl H1stona un1versaL Sant1ago: Soc1edad comercial y ed1torial San· 
tiago. 1987 v 33. p 6 

43 ROBESPIERRE. MaXImiliano, Q¡ujL, p.105 
44 lbid .. p119 
45 lbld., p 132 
46 "Art 25- La soberanía reside en el pueblo, es única e indivisible, imprescriptible e 

inalienable ( .. ) Art. 29- Todos los ciudadanos t1enen igual derecho de participar en 
la formac1ón de la ley y en el nombramiento de sus mandatarios o representantes" 
DUVERGER. MaurK:e Cons111utions el documents pol~iques. 12a.ed. París: Presses 
un1versita1res de France, 1989. p.BO 

47 GRIMBERG. Carl. Q¡ujL, v 33 p 13 
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Año Ill, aprobada el 5 de fructidor ( 17 de agosto de 1795). 
Este hecho marca el comienzo del gobierno del Directo­
rio, el que luego sení sucedido por la era napoleónica, con 
lo que la iniciativa legislativa popular queda olvidada por 
más de un siglo; y no será sino hasta después de concluida 
la Primera Guerra Mundial que la Constitución de un gran 
Estado recoja nuevamente esta institución de la democra­
cia semi-directa:'~ 

2.1.2. La iniciativa legislativa popular en la 
Constitución alemana de 1919 
La Constitución del Rcich Alemán de 191 <) inaugura 

el llamado constitucionalismo social, después de la Pri­
mera Guerra Mundial, y reconoce la iniciativa legislativa 

popular en el artículo 73. 
Articulo 73. 
(..) 
También debe procederse a un referéndum cuando un décimo 

de tos electores pide que se someta un proyecto de ley La iniciativa 
popular no puede actuar sino sobre un proyecto de ley detallado. 
Este proyecto debe ser sometido al Reichstag por el Gobierno con 
su opinión. No ha lugar a referéndum cuando el proyecto de ley pro­
puesto es aceptado sin modificaciones por el Reichstag. 

Sobre el presupuesto, las leyes de impuestos y las leyes so­
bre escalas de sueldos, sólo el presidente del Reich puede provo­
car un referéndum. 

El procedimiento del referéndum y de la iniciativa popular está 
regulado por una ley del Reich. 49 

Se puede ver que la Constitución acepta la iniciativa 
legislativa popular seguida de un referéndum si es que el 

proyecto de ley presentado es rechazado o es aceptado con 
modificaciones. También notamos que la Constitución 
deriva la regulaci<Ín del procedimiento de iniciativa popu­
lar a una ley posterior. 

La Constitución alemana de 1919 representa un avance 
respecto de la francesa de 1793, ya que no se queda en la 
mera declaración de la existencia del derecho del ciudada­
no a concurrir a la formación de la ley, sino que establece la 

manera en que debe hacerse (mediante un proyecto de ley 
detallado), los requisitos de la iniciativa legislativa popular 
(que presente el proyecto de ley un 1 0'/r. de los electores), y 

asigna la regulación del derecho a una ley pmterior. La Cons­
titución alemana de 1919 puede ser considerada el verdade­
ro origen del derecho de iniciativa popular moderno, pues 
las comtituciones posteriores que recogen esta instituci(ín 
de la democracia semi-directa seguirán este modelo. 

Aunque hemos admitido la importancia de la Consti­
tuci(Jn de 1919 como origen moderno de la iniciativa IL:­
gislativa popular, debemos aclarar que esta constitución 
fue producto de la crisis posterior a la Primera Guerra 

Mundial, y que la época en que estuvo vigente fue tor­

mentosa y de crisis generalizada. Desde la proclamación 
de la República alemana, el 9 de noviembre ele 191 ~-has­
ta el ascenso de Hitler al poder, el 30 de enero de 1933. la 
República alemana (o República de Weimar, por la Cons­
titución de Weimar, promulgada el 11 de agosto de 1919) 
tuvo una existencia turbulenta, llena de revueltas, crisis y 
revoluciones, que no dejaron que la República se afianza­

ra, y finalmente la condujeron a su extinción con el adve­
nimiento de Hitler al poder y el comienzo del tercer Rcich."' 

48 Para mayor información sobre el gobierno del Directorio y la carrera de Napoleón 
Bonaparte, véase: GRIMBERG, Carl. Q¡ujl, v 33, HOFSTATTER, Hans. QQQL, 
v.6. p.65·92; y VOVELLE, M. 
Introducción a la h1storia de la Revolución Francesa. Barcelona: Plaza & Janés, 
1981 

49 MIRKINE-GUETZEVITCH. Q¡ujL, p 72 
50 Sobre la República de We>mar véase. GRIMBERG, Carl, Q¡ujl, v38. p83·84; 

HOFSTATTER, Hans .,Q¡ujl, v.6, p 199; y ZENTNER, Kurt El tercer Re~ch Bar­
celona· Bruguera, 1980. v.1. p.18-123. Sobre el ascenso de Hitler al poder ver 
GRIMBERG, Cari,Q¡ujL, v.38. p.116-126; HOFSTATTER, Hans,QQ..dL. v.6. p.214. 
y ZENTNER. Kurt, Q¡ujL, v 1. p.123-157 



CoNSTITUCIONAL 

Sin embargo, a pesar de este 

ambiente de inestabilidad políti­
ca, el 27 de junio de 1 <J21 se dio 

la ley de plebiscitos. para cum­

plir el último apartado del artí-

culo 7J de la constitución. En­
contramos un caso en el que se puso en prúctic1 el 

procedimiento: la cuestión sobre si debía concederse 

indemnizacilín a los príncipes alemane;, destronados, 

pLmteada en el año 1 <J26.'' 

El procedimiento para la iniciativa popular compren­
día las siguientes etapas: 

a) Presentaci6n de una solicitud de admisión en el minis­

terio del interior. (A ésta se accedió sin poner reparos 

en el caso de la indemnización a los príncipes, mientras 

que en agosto de 1 <J26 fue desestimada una solicitud 

semejante en materia de valorización). Hasta 1 <JJI no 

era posible apelar al Tribunal de Justicia Constitucional 

sobre la cuestión de la admisibilidad de la solicitud.'' 

b) Anotaci6n en listas, es una especie de plebiscito pú­

blico. (En la cuestión de la indemnizaci6n a los prín­

cipes, esta solicitud fue firmada por doce millone;, y 

medio de votantes). 

e) El Reichstag debe manii'estar;,c sobre la petición, des­

pués que el gobierno del Reich se la ha presentado 

exponiendo su punto de vista. 

el) Si el Reichstag no acepta íntegramente el proyecto, 

debe hacerse entonces un referéndum. Se considera 

que un proyecto de iniciativa popular es aceptado cuan­

do obtiene más votos a favor que en contra, pero hay 

dos casos en que se exigen mayorías calificadas: 

Cuando el proyecto entraíía una reforma de la 

Constitución. se exige que voten a favor la mayo­

ría de todos los que tienen derecho de sufragio.'' 
Cuando se pretende dejar sin efecto un acuerdo del 

Reichstag, se exige la participación electoral de la 

mayoría de Jos que tienen derecho de sufragio." 

2. 1.3. La iniciativa legislativa popular en la 
Constitución e.\pwlola de 1931 
La Constitución de la República española de 1 <)J 1 re­

conoce en su artículo 66 el derecho de iniciati,·a legislati­

va popular. 
Articulo 66 
( . .) 
El pueblo podrá asimismo, ejerciendo el derecho de miciativa, 

presentar a las Cortes una proposición de ley siempre que lo pida, 
por lo menos. el 15 por 100 de los electores. 

Una ley especial regulará el procedimiento y las garantias del 
"referéndum'" y de la iniciativa popular. 55 

La regulación de la iniciativa legislativa popular, en la 

Constitución republicana de 1 <JJ 1, era dejada a una ley 

posterior; con esto. la Comtitución adoptó el "sistema 

mixto" para la regulación normativa de este derecho. sis­

tema consistente en la enunciacilín por la Constitución de 

los grandes principios y en la remisión del desarrollo de 

éstos a la legislación ordinaria."' 

51 BUHLER. Ottmar La consliiUCIÓn alemana de 11 agosto 1919 Barcelona: Labor, 
1931. p.92 

52 Hasta f1nes de 1931 se t1enen datos confirmados, es probable que en el últ1mo año 
de vigencta de la Constitución de Weimar no haya cambiado la situac1ón 

53 Claramente se trata de un caso de Iniciativa de reforma de la constitución, y no de 
s1mple iniciativa legislativa popular 

54 BUHLER, Ottmar, loe cit 

55 HERVAOA. Javier y José M ZUMAQUE RO Textos consi!IUCionales espai'1oles 
(1808·1978) Pamplona: Universidad de Navarra. 1980. p 273 

56 TOMAS Y VALIENTE. Franc1sco. La ConstituCión de 1978 y le histona del C011St1tu· 
Clonallsmo español. p 7 43 En Anuano de histona del derecho español Madrid 
Vol L No 1 (enero~d1c1embre 1980) 

La Con.stituci6n del<) de diciembre de 19.11, responde 

büsicamente a la idea de las instituciones representativas. 
pero incluye instituciones de la democracia semi-directa. 

como la iniciativa legislativ~l popular.' 1 El artículo 66 ca­

rece de antecedentes en el anteproyecto de la comisi<Ín 

jurídic<l asesora y en el proyecto parlamentario: 
Lo trajo al texto constitucional el famoso voto particular del Sr. 

Castrillo, que ya se iba olvidando un poco en la Cámara. y que 
renació el dia de este debate. Larga fué (sic) la discusión y se hizo 
preciso suspenderla para redactar el texto. Los socialistas lo acep~ 
taran, pero incluyendo la iniciativa del pueblo, como se regula en 
el párrafo tercero. 58 

Las instituciones de la democracia semi-directa l·uc­

ron introducidas con mucha cauteL1 por los constituyen­

tes. Esto se puede probar por la elevada cantidad de elec­
tores ( t)<X) que pide la Constituci6n para aceptar un 

proyecto de ley por vía de iniciativa legisi<ltiva popular.''1 

Este requisito casi la hacía inviable. 

La iniciativa legislativa popular parece haber sido re­

cogida sólo por constituciones que han tenido poco tiem­

po de vigencia, por los problemas y crisis que había en !os 

países en la época en que deberían haber regido. La com­

tituci<Ín rcpublic<ma española de 19J 1 no es la excepci<'m 
a esta regla, porque su vigencia ;,e dio entre fines de 1 <n 1 

hasta 1 <)36, año en que comenz<Í la Cunra Ci\'ii Espat1u­

la. La Segunda República tuvo una existencia agitaci:l.que 

no propició el ambiente adecU<ldo para el desarrollo de la 

iniciativa legislativa popular: existían problemas m<is ur­

gentes que resolver. La Segunda República tuvo que so­

portar crisis, renreltas, asesinato;,, y finalmente la ;,ubk­

vación de Franco que da inicio a la Guerra Civil. que pone 

fin a la vigencia de la Constitución en las zonas ocupadas 
por los Nacionales en 1936. y definitivamente en todo el 
país, con la victoria de los Nacionales en 1 <)_)<).'•" 

El p<Írrafo final del artículo 66 establecía que un<1 

ley regularía el procedimiento de la iniciativa legislati­

va popular, esta ley jamás se promulg<í. y nunca hubo 

prúctica de este procedimiento legislativo. por la ines­

tabilidad de la República y ;Jor el poco tiempo de \1-

gencia de la Constitución-"' 

El fracaso de la Constitución de 1 <JJ l. y con ella el de la 

iniciativa legislativa populm. se produjo por la superl.iciali­

dad del movimiento constitucional español, que tiene c<l­

racterísticas muy similares a las del movimiento constitu­

cional peruano: aspecto que anali1.aremos m:ís adeLmte.''' 

2.2. El derecho de petición como antecedente 
de la iniciativa legislativa popular 
El derecho de petici<Ín consiste en el recormctmiento 

que el Estado hace al individuo. de poder dirigirse a ]a, 

autoridades solicitándoles algo para que resuelvan si lo 

conceden o no. Este derecho no tiene un origen dcnmcr.í­

tico. por el contrario, se ha aceptado de;,de muy anti)!UO y 
en los regímenes más autoritarios('' 

El derecho de peticiún es uno de los derechos que tie­

nen más profundas raíces hi;,t(Jricas: puede consider<Jrsc 

que por él cmpez<Í propiamente el derecho constitucional 

57 FERNÁNDEZ SEGADO, Franc1sco. Las consliluclones h1stóncas españolas 4a ed 
Madrid CIVITAS, 1986 p 564 

58 JIMÉNEZ DE ASUA, LUis. rroceso histórico de la Constitucion ae la República 
espanola. Madnd· Reus, 1932 p 345 

59 Cf. FERNANDEZ SEGADO, Francisco. Qp_lll. p 565 
60 Para mayor información sobre la Segunda República ve ase: HOFSTA TIER. Hans 

QJillL. v.6. p 21U19, y CARR. Raymond. Estudios sobre la Republ1ca y la Gue~ 
rra Civ1l Española 

61 LUHMANN. N1klas. QJwL 
62 Sob;e la superfic~ahdad del constituCIGnallsmo espnñol véase. FERNANDEZ SE 

GADO, Franc1sco La evolución del Constltuclonalismo en España de la polanza 
c1ón a la integración. p 41.Eo. Thernis. Segunda época. L1mJ No 14 (Junio 1989). 
y TOMAS Y V~LIENTE. Francisco. QJillL. p.746 

63 RUBIO CORREA, Marc1al Para conocer la Constitución Peru<ma 2a ed Limo. 
Mesa Radondc.. 1988 p 28 
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cuando los reyes, a cambio de la votación por los parla­
mento' de los impuestos que necesitaban, daban satisfac­
ción a los súbditos escuchando y resolviendo sus peticio­
nes. El sistema fue evolucionando de tal manera que el 
derecho público inglés está construido en gran parte a base 
de peticiones hábilmente deducidas y apoyadas. 

Pero, el derecho de petición aparece como tal. en la 
Constituciún francesa del 3 de septiembre de 1791-"• 

El derecho de petición está presente también en la 
Comtitución de 1793, gracias a Robespierre, que en su 
discurso sobre la nueva declaración de derechos, del 24 
de abril de 1793 presentó un anteproyecto de declaración, 
el cual reconocía el derecho de petición. 

XXVI. Corresponde a todo individuo el derecho de presentar 
peticiones a los depositarios de la autoridad pública. Aquéllos a quie­
nes tales peticiones son dirigidas es tan obligados a resolver acerca 
de los puntos objeto de tales peticiones, pero en ningún caso pue­
den prohibirlas, restringirlas (sic) o condenar su ejercicio. 65 

El derecho de petición es un derecho que fue recono­
cido por las constituciones peruanas muy tempranamente. 
Ap:1reció en la Constitución de 1 S2.'. y luego fue recogido 
por casi todas las constituciones que la siguieron. 

La Constitución de 1 S2:1 incluía el derecho de peti­
citín dentro de las garantías constitucionales: 

Art. 193. Sin embargo de estar consignados los derechos so­
ciales e individuales de los peruanos en la organización de esta 
Ley fundamental, se declaran inviolables: 

( . .) 
5. El derecho individual de presentar peticiones o recursos al 

Congreso o al Gobierno. ( . .)" 
La comtituci(m vitalicia de 1 S26 no recoge el derecho 

de petici(m. el que reaparece en la Constitución de 1 S2S 
en el artículo 1 6S''7 : es recogido en la Constituciún de 1 S34 
en el artículo 164''', luego es incluido en la Constitución 
de 1 S3'! en el artículo 171 '"';el derecho de peticicín pasa al 
:1rtículo 29 de la Cono,titución de 1 S 56, donde se autorizan 
las peticiones colectivas; 1"la Constitucitín de 1 SóO en el 
artículo JO copia el artículo 29 de la Constitución ante­
rior;" y la Comtitucitín de 1 S67 en el artículo 2S recoge el 
derecho Je peticilÍn en términos muy parecidos a los de 

las do:, constituciones anteri<ncs. 7
' Ya en el siglo XX, la 

ConstitucilÍn de 1920 recoge el derecho de petición en el 
artículo 2S~', y la ConstitucilÍn de 1 9.B h<lce lo mismo en 
el artículo(,() agregando la prohibicicín de su ejercicio para 
la fuerza armada: 

Articulo 60.- El derecho de petición puede ejercerse individual 
o colectivamente. No puede ejercerlo la fuerza armada74 

La Constitución de 1979 recoge el derecho de pcti­
cicín, extendiendo la prnhibiciún de su ejercicio a las fuer­
ZélS policiales: 

Articulo 2.- Toda persona tiene derecho: {. . .) 
18.- A formular peticiones, individual o colectivamente, por 

escrito. ante la autoridad competente. la que esta obligada a dar al 
interesado una respuesta también escrita dentro del plazo legal. 
Transcurrido éste, el interesado puede proceder como si la peti­
ción hubiere sido denegada. Las Fuerzas Armadas y las Fuerzas 
Policiales no pueden ejercer el derecho de petición. 75 

64 GARCIA ESCUDERO. José Mana Derecho de petrc1ón v 3. p 246·247 !;.!] Co­
mentarios alas leyes polit1cas Madnd Rev1sta de derecho pnvado, 1983 IOv. 

65 ROBESPIERRE. Maxmliano QQ.QL, p 105·106 
66 PAREJA PAZ-SOLDAN, José Las constituciones del Peru Madnd. Cultura hispá-

nica. 1954 p 469 
67 lbrd . p 537 
68 lbrd p 573 
69 lbrd p 645 
70 lbrd p 662 
71 lbld p 687 
72 lbld p 716 
73 lbld p 746 
74 CÁMARA DE DIPUTADOS Constrtución política del Perú Lima: Cámara de drpu· 

lados. 1967 p 17 
75 MINISTERIO DE JUSTICIA Constrtución Política del Perú. Lrma Edrtorral Educati­

va INIDE. 1988 p 11 

Lu iniciutit'll lcgislutit·a cmno daccho ciudwluno 

El derecho de petición es un derecho distinto del dere­
cho de iniciativa legislativa del ciudadano en su conteni­
do. Existen cuatro grupos posibles de peticiones, agrupán­
dolas de acuerdo a su contenido: 

Primer grupo: peticiones de interés privado 
Segundo grupo: denuncias de interés público 
Tercer grupo: propuestas de interés público: 

a) Propuestas para el mejoramiento de los servicios pú­
blicos. 

b) Propuestas para el mejowmiento del ordenamiento le­
gislativo. 

e) Propuestas genéricas de carácter social, económico y 
político. 

Cuarto grupo: exposiciones de cuestiones que no 
contienen ninguna petición expresa, pero sí implí­

citamente la de que sean atendidas y los destinata­
rios procedan en consecuencia-"' 

Podemos nntar que lo único que se aproximaría al de­
recho de iniciativa lcgislativ:l del ciudadano es el punto b 
del tercer grupo (propuestas para el mejoramiento del or­
denamiento legislativo); pero éste es solamente un aspec­
to del derecho de petición. 

A diferencia del derecho de iniciativa legislativa po­
pular, que es un derecho político, 77 cl derecho de peticitín 
es un derecho mixto: es un derecho fundamental de la per­
sona en cuanto se utilice para peticiones de naturaleza pri­

vada. y es un derecho político en cuanto se presenten peti­
ciones de naturaleza pública o de interés gencr:li 7

' 

El derecho de petición es univcrsaJ?'! y es una facultad 
del individuo, a diferencia del derecho de iniciativa legis­
lativa popular, que es un derecho del ciudadano.'" 

El derecho de petición es actual mente un derecho 
de carúctcr residual, resultado final de un largo proceso 
de sustracción de originarias competcncias-' 1 La 
Constitución de 1 9'!3 también recoge el derecho de pe­
tición, pero con la aparición del derecho de iniciativa 
legislativa popular. Jos demús derechos de participacicín 
popular, y la figura del defensor del pueblo, el derecho 
de petición ha queJado sin contenido, como una simple 
reliquia histórica. El derecho de petición fue hasta an­
tes de la Constitución de 1993 la única vía para hacer 
llegar las iniciativas populares;'~ pero el inconvenicnw 
que tenía este medio era que la autoridad debía recibir y 
responder la petición, pero no estaba obligada a apro­
barla." Con la inclusión de la iniciativa legislativa po­
pular y la posibilidad de un referéndum en caso de re­
chazo o modificación de la propuesta, la situación ha 
cambiado dando mayor poder de decisión (al menos teú­
ricamente) a la ciudadanía. 

76 GARCIA ESCUDERO. José Maria. QQ.QL. v 3. p 252·253 
77 El derecho de IniCiativa legislativa popular es un derecho eminentemente político 

sólo los ciudadanos pueden ejercerlo Aunque aparece en el articulo 2 inc1so 17 de 
la ConstituciÓn de 1993, en el capitulo que trata de los derechos fundamentales. 
ese mismo articulo hace referencia a su regulación por la ley. Esta ley es la 26300, 
que en el artículo 11 ordena que el proyecto de ley debe ser presentado por el 
0.3~'o de la población electoral nacional, con lo que se restringe el derecho de 
imciativa legislativa popular únicamente a los ciudadanos peruanos Además. la 
1nic1at1va legislatiVa popular aparece en el artículo 31 de la ConstitUCIÓn, en el capi­
tulo de los derechos polit1cos Esta op1n1ón se ve confmnada por lo establecido en 
la Declaración Un1versal de Derechos Humanos en el articulo 21 1, que habla del 
derecho que tiene toda persona de participar en el gobierno de su país: al decir "su 
país" restnnge el derecho a los nacionales Ct PEÑA F ARFÁN, SaUI Const1tuc1ón 
política 1993. Lima. Cultural San Marcos. 1995. p.138 y p 181·182. y CCD. Ley 
26300: Ley de los Derechos de participación y control ciudadanos. p 6.!;.!] Normas 
Legales. Trujillo. Vol 216. No 216 (mayo 1994) 

78 GARCÍA ESCUDERO. José Maria, QQ.QL. v 3. p 255 
79 CHIRINOS SOTO. Enrique Constitución de 19931ectura ycomentano. 2a ed. L1ma: 

NERMAN, 1995. p 34 
80 MIRO QUESADA RADA. Francisco, QQ.QL, p 65 
81 GARCÍA ESCUDERO, José Maria, QQ.QL. v 3 p 270 
82 CHIRINOS SOTO, Enrique. QQ.QL. p 65 
83 RUBIO CORREA, Marcial. QQ.QL. p 29 



CONSTITUCIONAL 

2.3. La participación 
popular en la 
Constitución de 1979 

La Constitución úc 1979 reco­
noc ía en el artículo 64 e l derecho 

de participación directa en los 
asuntos públicos que ti enen los ciudadanos: 

Art. 64. ·Los ciudadanos tienen el derecho de participar en los 
asuntos públicos, directamente o por medio de representantes li· 
bremente elegidos en comicios periódicos, y de acuerdo con las 
condiciones determinadas por ley. 

(. . .)"' 

El reconocimiento de l derecho úe parti c ipación úirec­
ta en los asuntos pú bli cos por la Constitución de 1979 

resulta un g ran avance respecto a la Constit ución de 1933. 
Este avance se da en el marco de una eufori a de la partici­

pac ión que se prodJjo a partir de la década de los años 
sesenta a nivel mundi a l. ' 5 

E l movimiento en favor de la participac ión aparece 
como reacc ión a las 
teorías democráticas 
acuñadas a l fin a l de 

la Segunda Guerra 
Mundi a l, c uyo ma­
yor ex p o nente es 

Schu mpe ter. Esta s 
teo rías habían redu ­

c ido e l idea l demo­
crático a un método 
de gob ie rno en el 
qu e la participaci6n 
se concrete en un 
meca ni s mo de de­
signac ión de gober 

nant es: la denocra-
cia se vac ía úe todo 
contenido material , 

y la~ inst ituciones democráticas son sus tituidas por la pri­
macía del pode,· ej ec uti vo. e l mandato impe rati vo efec ti­
vo de los partidos p(>líticos dominan tes y unos altos ni­
vel es de burocratización de la vida estata l. "' 

La participación direc ta en los asuntos públicos con­
siste en participar en política sin inte rmed iarios ni repre­
sentantes de ninguna especie. El proble ma es que la Cons­
tituc ió n Je 1 <J79 so lamente reconocía es te de recho pe ro 
no lo de ~ . arrollaba ni indi caba cuál era la manera para par­
ticipar directamente en los asuntos públicos. 

Hay quienes opin an que tal participac ió n se realizaba 

ejercitando los derechos pe rsonales en e l ;)mbito po líti co: 
expres ión. reunión. o pi nión y pet ición ." Pe ro. para noso­
tros, nin gunG de estos medios es lo sufi c iente mente fuert e 
y dcctivo para garanti za r e l respeto de la opini6n popul ar. 

La Constitución españo la de 1978 rec'Jnoce en el artí­
culo 23. 1 e l derecho de partic ipación directa en los asun­
tos públi cos; este de rec ho se manifiesta büsicamente <ltra­
vés d .:: la int e rv e nc ión ci udadan a e n las di s tinta s 
modalidades de re fe réndum que consagra es ta constitu­
ción y a través de la inic iat iva legi-;l ati va popular." La 

Constitu ción peruana de 1979, en cambi o, no consagra 

ningún mecanismo para e l desarrollo de la participac ión 
directa en los asuntos públi cos, quedándose en una mera 

84 lbkl .. p.73 
85 C': AGU IAR DE LUQUE, Luis y M1guel SÁNCHEZ MORÓN. Derecho de participa· 

c1on. v.2. p.657 ~Comentarios a las leyes políticas. Madrid: Revista de derecho 
privado, 1983. 10v 

86 lbid ., v.2. p.657-658 
87 RUBIO CORREA. Marcial. QJWI.. p.73 

declaración del derecho. La Constitución de 1993 vendría 

a corregir es te defecto, desarro llando los mecanismos de 
participació n di recta. 

La Constitu c ión de 1979 qui so leg itimar e l sistema 
con la incl us ión de la participación directa: 

La participación politica se halla por lo demás en la base mis­
ma del principio de legitimidad democrática, pues si del pueblo 
emanan todos los poderes del Estado, éstos deben responder a la 
voluntad del conjunto de los ciudadanos, libremente manifestada. 
Es precisamente en orden a tal fin por lo que se reconocen a los 
ciudadanos unos derechos de participación poli tic a ( . .f' 
Lamentablemente. este intento de lec:itim ~tc itín median-

te la partici pac ión directa en los asunt;s públicos fracas6 
debido a la falta de desarro llo de los mecan ismos para 
hacerl a efec ti va. Pero no todo es negativo, la Constitu ción 
de 1979, mJilque se quedó sólo en un reconoci mi ento ideal 
del derecho de participac ión d irec ta , representó un avance 

respecto a las constitu ciones anteriores, y ab ri ó e l camino 
para e l desarrollo de este derecho en la const itución ac­
tual. Por eso, el derech o de participación directa en lo s 

asuntos públicos re­
conocido en la Cons­
titución de 1979 es e l 
más cerca no antece­
dente de la iniciativa 
legi s la tiva popular 
en e l Perú . 

3. lA INICIATIVA 

LEGISLATIVA 

POPULAR EN LA 

CONSTITUCIÓN 

DE 1993 

En es te capítu­
lo vere mos la forma 
en qu e ha sido re­

cogida la ini c iati va leg is lati va popular en la Co ns titu ­

ción de 1993. los requ is it os para su ej e rc ic io. su re!.:u ­
lació n por la ley de los de rec ho s de parti c ip ac i ó~ v 
control c iudadanos, y sus limitaciones. ll an;mo s un:t 
breve compa ración del tratamiento de la iniciativa le ­
gislati va popular en la Co nstitución esp<llio la de 19 7X 
y en la Cons titu c ió n pe ru ana de 1993 . para demostrar 
las bo ndades d e nue stra leg is lac ió n sobre la ma ter ia. y 

desvirtuar las cr ític as que se le hacen. Finalntentc tr~;­
taremo s de rea lizar una proyección sobre la puesta en 
pr.:íctic a de la iniciativa legis lativa popul ar e n la reali ­
dad, basándo nos en la historia de la s relaciones entre 

e l o rd enam ien to lega l-consti tu c ion a l y la real id ad. v 
e n las carac te rísti cas de la regulaciú n de la iniciati v;t 
legislati va po pular e n 1<1 ley. 

3.1. Requisitos y uso de la iniciativa legislativa 
popular según la Constitución de 1993 
La CoPstitución de 1993 es la primera constitucicín 

pe ru;ma que ha recogido la inic iati va lec: islat iva del ci uda­

dano (o ini ,;iati va legis lativa popular): al hacer es to " l:t 

actual com:titución ha democratizado si!.!nificativamcntc 
el derecho de iniciativa legis lativa en rclaZiún a l pasado"'" 

El de rec ho de inici ati va legis lati va de l ciudadano apa­
rece en e1 art ículo 2 inc iso 17 de la Constitución. en e l 
ca pítulo sob;e los de rechos fund ament a les de la persona. 

88 FERNÁNDEZ SEGADO, FranCisco. El SISiema co11s111ucional espeñol Madrid 
DYKINSON. 1992. p.394 

89 lbid. p.39-3 

90 RUB:O CORREA, Marcia l Para conocer la Cons1 olución de 1993. Lima DESCO. 
1994. p.12' 

CARLOS R. NonA YA\L\1>.1 



Art. 2o.- Toda persona tiene derecho: 
(. . .) 
17. A participar, en forma individual o asociada, en la vida poli­

tica. económica, social y cultural de la nación. Los ciudadanos tie­
nen, conforme a ley. los derechos de elección, de remoción o 
revocación de autoridades, de iniciativa legislativa y de referéndum. 

(.)" 

Luego aparece en la parte que trata de los derechos 
políticos: 

Articulo 31.- Los ciudadanos tienen derecho a participar en 
los asuntos públicos mediante referéndum, iniciativa legislativa, 
remoción o revocación de autoridades y demanda de rendición de 
cuentas. ( .. )92 
Por último, la iniciativa legislativa popular está recono­

cida en el artículo 107, referido a la formación de las leyes: 
Articulo 107.- El Presidente de la República y los congresistas 

tienen derecho de iniciativa en la formación de las leyes. 
También tienen el mismo derecho en las materias que les 

son propias los otros poderes del Estado, las instituciones públi­
cas autónomas, los municipios y los colegios profesionales. Asi­
mismo lo tienen los ciudadanos que ejercen el derecho de 
iniciativa conforme a /ey. 43 

De los tres artículos citados podemos ver que la cons­

titución garantiza el derecho de iniciativa legislativa po­

pular. pero deriva su regulación a una ley posterior, por 
eso pmlemo:-. decir que nuestra actual constitución ha adop­

tado el ":-.istema mixto" (ver supra), sistema inaugurado 

por la Con:-.titución alemana de 1 '! 1 '! (ver supra) y segui­
do por las constituciones espaiíolas de 1 '!31 y de 1 'J7H. 

Para saber cuáles son los requisitos, la utilidad y los 

límites de la iniciativa legislativa popular debemos analizar 

la ley 26300: ley de los derechos de participación y control 

ciuuadanos. Esta ley regula la iniciativa legislativa del ciu­

dadano en el capítulo l del título Il (artículos del 11 al 16). 

El artículo 11 establece como requi:-.ito para el ejerci­
cio del derecho de iniciativa legislativa popular, el que el 

proyecto de ley materia de la iniciativa sea acompañado 

por las firmas comprobadas de, por lo menos, el 0.3% de 
la pob!aci(m electoral nacional."' Este artículo debe ser 

concordado con el artículo 4 de la misma ley, que trata 

sobre la presentación de la solicitud y el requisito de acom­

pañar los nombres y las firmas de las personas que ejercen 

su derecho de iniciativa: y con los artículos 6. H y 1 O de 

esta ky, que versan sobre la verificación de las firmas pre­

senwdas. Al ordenar que lo:-. proyectos de ley sean presen­

t:tdos a l:t autoridad electoral. la ley esta depndo en claro 
que l:t iniciativa lcgi:-.lativa popular e;, un derecho políti­
co. ya que :-.egún el artículo 176 de la Constitución,';' el 

st:-.tem:t electoral tiene pm finalidad a:-.egurar la libre ex­
presión de la voluntad de los ciudadanos: y según el artí­

culo 30 de la comtitución,''" son ciudadanos los peruanos 

mayores de dieciocho año:-.. De todo esto podemos sacar 

en claro dos requisitos m(ts: 

a) Que el proyecto de ley sea presentado por ciudadanos 

peruanos (sólo tienen este derecho los nacionales) 

b) Que los ciudadanos que presentan la iniciativa estén 
en plena capacidad de ejercicio de sus derechos civi­

les y políticos, conforme al art. 42 del Código Civil,'n 

y al artículo 30 de la Constitución. 

Los límites del derecho de iniciativa legislativa del 

ciudadano se encuentran en el artículo 12 de la ley 26300. 

91 PENA FARFAN. Saúl. Q¡wj_, p 138 
92 LANDA ARROYO. César y Ana VELAZCO LOZADA Constitución política del Perú 

1993 Lima Ponf11icia Un1vers1dad Católica del Perú. 1994 p.31-32 
93 lbrd p.62-63 
94 eco. loe e~t 
95 LANDA ARROYO. César y Ana VELAZCO LOZADA. Q¡wj_. p 93 
96 lbrd . p.31 
97 MINISTERIO DE JUSTICIA Código CIVIl Edrción Oficial 2a.ed Lrma W G 1994 

p 87 

La iniciafi¡·a legislatit'a C0/110 derecho ciudadano 

Articulo 12o.- El derecho de iniciativa en la formación de le­
yes comprende todas las materias con las mismas limitaciones 
que sobre temas tributarios o presupuestarios tienen los congre­
sistas de la República. La iniciativa se redacta en forma de pro­
yecto articulado98 

Como vemos, el artículo 12 hace referencia a límites en 

materia tributaria y presupuestaria. estableciendo que son 

los mismos límites que tienen los congresistas para hacer 

proposiciones en estas materias. Para saber cuúles son estos 

límites exactamente, debemos concordar el artículo 12 de la 
ley 26300 con el artículo 7'! de la constitución: 

Art. 79.- Los representantes ante el Congreso no tienen ini­
ciativa para crear ni aumentar gastos públicos, salvo en lo que se 
refiere a su presupuesto. 

El Congreso no puede aprobar tributos con fines predetermi­
nados, salvo por solicitud del Poder Ejecutivo. 

En cualquier otro caso, las leyes de indo/e tributaria referidas 
a beneficios o exoneraciones requieren previo informe del Ministe­
rio de Economia y Finanzas. 

Sólo por ley expresa, aprobada por dos tercios de los congre­
sistas, puede establecerse selectiva y temporalmente un tratamiento 
tributario especial para una determinada zona del pais. 99 

El artículo 13 de la ley 2CJ300 establece que el proyec­

to debe ser dictaminado y votado por el Congreso en un 
plazo de 120 días calendario. 1"' En este punto estamos de 
acuerdo con Milagros Maraví, cuando dice qu~ el plazo e:-. 

razonable y adecuado. 1111 

El artículo 15 de la ley de los derechos de participa­
ción y control ciudadanos, regula la acumulación de pro­

yectos de ley que versen sobre lo mismo. 1112 La figura uti­

lizada en este artículo puede compararse con la de la 

acumulación subjetiva de pretensiones del Código Proce­

sal Civil, 1111 ya que se produce la acumulación de los pro­

yectos de ley (pretensiones) presentados por varias perso­

nas (demandantes). Adem:ís. el artículo 15 de la ley 
establece que las facultades de los promotores de la inicia­

tiva o de quien lo represente no se ven afectadas, cosa que 
podemos asimilarla a la figura del litisconsurcio activo, 

regulado en el artículo 92 del Código Procesal Civil, 111"ya 

que dos o m;1s personas defenderán en forma conjunta el 

proyecto presentado, pues tienen la misma pretensión (que 

el proyecto sea aprobado). 

Por último, el artículo 16 de la ley garantiza el respe­

to a la voluntad popular. al deJar ahiert:t la posibilicLtd 

del :-.ometimiento del proyecto de ley a un rckréndum, 

en caso que sea rechazado o aprobado con nwdificacio­

nes por el Congreso. 111
' 

3.2. Comparación entre 
la Constitución espaiiola de 1978 
y la Constitución peruana de 1993 
Antes de pasar a comparar la forma en que ha sido 

recogida la iniciativa legislativa popular en la Constitu­

ción española de 1 '!78 y en la Constitución peruana de 

1 '!'!3, se impone explicar el porqué y la importancia de 

esta comparación. 

Este análisis comparado se hace por la gran semejan­
za que existe entre el constitucionalismo histórico español 

y el peruano; para demostrar esta afirmación veamos la 

siguiente descripción: 

98 CCD. loc.cit 
99 PENA FARFÁN, Saúi.Q¡wj_. p 220 
100 CCD.Ioc cit 
101 MARAVÍ SUMAR. Milagros Las tnstiiUCIOnes de la democracia directa en la Cons­

liluctón de 1993. p.122 En La Constituctón de 1993. Análists y comenta nos Lima 
CAJ, 1994. 296p 

102 CCD, loc.cit 
103 La acumulación subjetiva de pretenstones está regulada en los artículos 83, 84 y 

86 del Código Procesal Civil Véase PEÑA FARFÁN, Saúl. Cód>go Procesal Civrl 
3a.ed L>ma: Cultural San Marcos. 1994 p 221·222 

104 lbid. p 225 
105 CCD. loc.Cit 



CoNSTITUCIONAL 

Esta superficialidad del movimiento 
constitucional puede explicarse en fun­
ción de circunstancias muy dispares, que 
van desde la ausencia de un tejido social 
sobre el que se consolidara el fenómeno 
constitucional, que no podfa ser otro sino 
el de la burguesfa nacida con la revolu­

ción industrial, hasta la visión taumatúrgica con que se contem­
plan los códigos constitucionales; se piensa que un texto o la 
introducción en él de una determinada institución. son capaces 
de producir resultados benéficos ciertos e inmediatos en nuestra 
vida polftica, lo que se comprende por el bajísimo nivel cultural e 
incluso. por la tendencia a lo milagroso y a lo irracional. Si a todo 
ello unimos la existencia de un Estado débil, resultante de la au­
sencia de una clara diferenciación entre el poder social y el po­
der gubernamental, con lo que administración y oligarqufa se 
encontrarán en perfecta ósmosis, de lo que a su vez derivará el 
predominio de los intereses locales sobre los nacionales o, lo 
que es igual, la implantación y estabilidad del caciquismo como 
forma de organización politica, y adicionamos finalmente el ca­
rácter partidista de las Constituciones, que por lo general se limi­
tarán a reflejar el programa polftico del partido con mayor fuerza 
parlamentaria en la asamblea constituyente lo que se traducirá 
en la reticencia de las restantes fuerzas politicas a aceptar como 
ley fundamental común la que consideran elaborada por aquél y 
para aquél, tendremos reflejado un sumario catálogo de varia­
bles que explican, en alguna medida, el porqué de la superficia­
lidad de nuestros códigos constitucionales.'06 

Al leer la cita anterior parece que nos estuvieran des­

cribiendo punto por punto la historia de nuestro propio 

movimiento constitucional; pero esta cita e' una descrip­
ción del movimiento constitucional español, que se carac­
teriza por su superficialidad, demostrada por la ininterrum­
pida sucesión de constituciones-"" Algo muy parecido 
sucedió en el Perú: 

La historia constitucional peruana ha sido pródiga en la da­
ción de textos constitucionales, pero no en la creación de una con­
ciencia constitucional en la ciudadanía ni en las autoridades. Podría 
señalarse que la expedición de estas cartas politicas se dio al uni­
sono de las nominales transformaciones políticas y sociales de cada 
época. (. .. )No obstante estos cambios jundico (sic) y politicos, las 
relaciones entre la sociedad y el Estado se han desarrollado entre 
el escepticismo y la violación a dichas normas supremas, al no 
haberse construido los presupuestos sociales y económicos rea­
les que concordasen con las normas constitucionales. " 8 

Basados en las características similares de !m sistt:-
mas constitucionaks español y peruano. haremos una bre­
ve comparaci<Ín sobre la regulación de la iniciativa legis­
lativa popular en ambos sistemas. 

La Constitución española de 197S recoge el derecho 
de iniciativa legislativa popular en el artículo S7.3: 

Articulo 87 
(. . .) 
3. Una ley orgánica regulará las formas de ejercicio y requisi­

tos de la iniciativa popular para la presentación de proposiciones 
de ley. En todo caso se exigirán no menos de 500 000 firmas acre­
ditadas. No procederá dicha iniciativa en matenas propias de ley 
orgánica, tributarias o de carácter internacional ni en lo relativo a la 
prerrogativa de gracia.' 09 

Alicer el artículo S7.3. notamos inmediatamente una 
semejan;.a con el artículo 107 de la Constitución perua­

na de 1993: la derivación de la regulación de la iniciativa 
legislativa del ciudadano a una ley posterior: en el caso 

106 FERNANDEZ SEGADO. FranciSCO La evolución del constiiUCionalismo p.43 E!! 
Themis Segunda Epoca. L1ma No 14 (Jun10 1989) 

107 Loc.c1t 
108 LANDA ARROYO. César Presentación p 7 .En Pensam1ento constitucional Lima 

Pont1f1cia Un1vers1dad Católica del Perú. 1994 243p 
Para mayor informaciÓn sobre las transformaciones polit1cas y soc1ales en el Perú, 
la trad1Cional1nestabi11dad de sus mslttuciones. y la fragilidad de sus ideas y con­
VICCiones. véase: a) Para la etapa de la formación del Perú independiente: ANNA. 
Timothy The fall of the royal government 1n Peru L1ncoln: Un1vers1ty of Nebraska 
Press. 1990. 238p.: L YNCH, John Las revoluciones hispanoamericanas 1808-1826 

español es una ley orgúnica (ley orgánica 3/l<JS4). en el 
caso peruano es una ley ordinaria (ley 26300). Pero a 
partir de este punto empiezan las diferencias. La Consti­
tución española de 197S pone un número mínimo de fir­
mas para la presentación de proposiciones de ky, a dilc­

rencia de la constitución peruana. que se limita a enunciar 
el derecho y dejar toda la regulación (incluido el número 
de firmas) a una ley posterior. La constitución española 
de 1978, adem;1s. enumera los límites de la iniciativa le­
gislativa popular, cosa que no hace la peruana. Hasta <llJUÍ 
hemos visto las diferencias l'ormales: ahora trataremos 
de encontrar las diferencias de fondo. 

La iniciativa legislativa popular ha sido reconocida c·on 
reservas en la constitución española de 1978: por l;ts difi­
cultades establecidas en su regulación, este derecho tiene 

carácter subsidiario y es de u ti l izacitín excepcional.''" En 

la Constitución peruana de 1093, el derecho de iniciativa 
legislativa popular también es subsidiario y de utilizaci1ín 
excepcional. pero no tiene requisitos tan dilkiks de cum­
plir como los de la constitución espai1oL1. Veamos cuúles 
son esos requisitos para notar la dil'erencia. 

La Constitución española de 197S y la ley orgánica J/ 
19S4 (26 marzo !9S4) establecen los siguientes requisitos 
para la iniciativa legislativa popuLtr: 
a) Se exige no menos de 500 000 firmas acreditadas dt: 

electores. 

b) El escrito de presentación debe contener: 
El texto articulado de la proposición de ley precedido 
de una exposición de moti vos. 
Un documento razonado en favor de su tramitación y 
aprobación por las cortes. 
Relación de los miembros de la comisi(m promotora 
de la iniciativa con sus dato.'> personales. 

e) El escrito se presenta ante la mesa del Congreso. que 
examina la documentacitín y se pronuncia sobre su 
admisibilidad. Son causas de inadmisibilidad: 

Su objeto, si versa sobre materia excluida de' este pro­

cedimiento o sobre materias heterogéneas. 
Los defectos insubsanables de la documcnt<lcicín prc'­
sentada. 
La previa existencia en el Congreso de un proycl'lo 
sobre el mismo ohicto. 
Su igualdad o substancial equivalencia a otra iniciati­
va popular presentada durante la misma legislatura. 
La preexistencia de una proposición de ley no aproba­
da por una cámara sobre la misma materia. 

d) En caso de admisión se procede a la recoleccilín de 

firmas durante un pLuo de seis meses. prorrogable en 

tres más. 111 

De la lectura de estos requisitos podemos observar que 
son notablemente más dil'ícilcs de satisfacer que los exigi­
dos por la ley 26300. En primer lugar, el número de firmas 
es increíblemente más alto que el exigido por nuestra ky. 
ya que si 500 000 electores fueran el O,Y;;, de la pobL1cttÍn 
electoral española, ésta sería de más de 16'i nli !Iones de 
electores, cosa que es falsa. Un dato que permite compro­
bar lo elevado de esta cifra es el que nos propmciona le~ 

Constitución italiana de 1947, que establece en el artículo 

5a ed Barcelona Ar~el, 1989. 382p (ver p 158·184 y p 265-289) b)Para el Puu 
republicano.· BONILLA, Heracllo Guano y burgues1a en el Peru. Ltrna IEP. 1974 
171p . COTLER, Julio Clases. Estado y nac1ón en el Perú 6a.ed L1ma. lE P. 1992 
407p .. GOOTENBERG, Paul Between Stlver and Guano Commerc~al Pollcy and 
tt1e State 1n posttndependence Peru Pnnceton. Pnnceton Un1vers1tv Press, 1991 
158p y McEVOY, Carmen Un proyecto nac1onal en el stglo XIX Manuel Pardo y 
su VISIÓn del Perú. Lima Pontiftcta Un1vers1dad Catol1ca del Perú 1994. 354p 

109 HERVADA, Jav1er y José M. ZUMAOUERO. Q¡¡_gt_, p 393-394 
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71 112 solamente 'íO 000 firmas como requisito para la pre­
sentación de la iniciativa, y debemos tomar en cuenta que 
Italia tiene una población electoral mayor que la de Espa­
íh En segundo lugar, la proposición debe ser sometida a 
la aprobación de la mesa del Congreso, y recién si es ad­
mitida, se procede a la recolección de firmas y a la presen­
tación a la JUnta electoral: en nuestro país, el trámite es 
mucho más directo pues el proyecto se presenta directa­
mente a la autoridad electoral. Por otro lado, el sistema 
español no acepta la acumulación de proyectos como lo 
hace la ley peruana; y por último, la ley española no dice 
nada sobre la posibilidad de un referéndum si es que la 
proposición es rechazada o modificada. 

Podemos concluir que la iniciativa popular ha sido 
regulada restrictivamente por el artículo X7.3 de la Cons­
tituci<ín y por la ley orgánica 3/19X4. Aunque la inici<Hiva 
legislativa popular es un mecanismo propio de la demo­
cracia semi-directa con el que se trata de facilitar una vía 
de participación directa. su regulación ha sido muy res­
triL·tiva debido a los temores de manipulaciones partidis­
tas en el empleo de este mecanismo, que ha tenido el le­
gislador español.'" La Constitución peruana de 1993 y la 
ley 26300, en cambio. han confiado un poco más en este 
mecanismo de la democracia semi-directa, razón por la 
cual la iniciativa legislativa del ciudadano ha sido regula­
d;¡ en una forma más abierta. 

3.3. La iniciativa legislativa popular 
en la realidad 
Como hemos visto, la Constitución de 1993 y la ley 

2Cl300, permiten de manera amplia y razonable el empleo 
de la iniciativa legislativa popular; pero todo esto es a ni­
vel de un análisis teórico de las normas. 

Aunque las nonnas sean muy buenas y alentadoras, el 
tradicional divorL·io entre las normas constitucionales y la 
realidad que ha existido en el Perú a lo largo de su histori~l 
r·epublic;ma, puede hacernos sospechar que esta institu­
citín de la democr;1cia semi-directa no v~1 <l funcionar y va 
a quedar como un mero enunciado, una simple declara­
e¡()[] de principios sin ningún valor práctico11

" Nosotros 
creemos que la iniciativa legislativa popular no quedarú 
como una declaraciún vacía, sino que ser<1un mecanismo 
efectivo de participaciún popular cuando la ciudadanía 
_¡u1gue necesaria su intervención activa en política, ya sea 
purque detecta un vacío importante en la legislación que 
debe ser subsanado, o porque considera que una ley no se 
adectía a la realidad y debe ser sustituida por otra mejor. 
La norma estú dada y tiene todas las facilidades y garan­
tías para la expresión de la voluntad popular. En este ¡mn­
to estamos en toul desacuerdo con las opiniones de Mila­
gros Maraví sobre la regulacicín de la iniciativa legislativa 
popular, regulaciún que considera restrictiva y no adecua­
da a la realidad."' 

Creemos haber demostrado con la comparación de 
nuestras normas con la Constitución española de J<J7X y 
la ley org;íniL·a .'l/ 1 <;¡.;..¡,que nuestro sistema tiene muchas 
hond;1dc.s y ofrece mue has ventaps, y que es razonable y 
tot;¡Jmente adecuado a nuestra realidad. Nuestro sistema 
es equilibrado -con esa gracia que le da estar en el justo 

112 UNIVERSIDAD CENTRAL DE VENEZUELA. Cons1i1uc1ones Europeas Madrid 
Universidad central de Venezuela. 1960. p 170 

113 FERNÁNDEZ SEGADO. Franc1sco El sistema constituc¡onai esparlol Madrid 
DYKINSON. 1992 p 622~623 

114 Cl. GRIFFITHS RIVERO, Wllliam. Los hechos y los lex1os en el derecho polil1co 
peruano 1970 Tesis de bachiller. Pontificia Universidad Católica dt;l Perú. Lima, 
1970 

115 Cl MARA Vi SUMAR. Milagros. QQJ;IL. p.125·126 
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medio en que consiste la virtud (ver supra)-, pues no se 
presta a un mal uso de la iniciativa popular pero tampoco 
la restringe exageradamente; por eso creemos que tiene 
grandes posibilidades de funcionar con éxito. Esto no quie­
re decir que la mayoría de las leyes saldnín por este proce­
dimiento. claro que no; lo que queremos decir es que se 
empleará en situaciones en que la ciudadanía lo considere 
necesario (no olvidemos que es un procedimiento de ca­
rácter subsidiario y extraordinario), y que la voluntad ciu­
dadana será respetada. 

La iniciativa legislativa popular tiene grandes proba­
bilidades de funcionar, sino veamos lo que dice 1 !ernando 
de Soto sobre la relación entre Derecho y realidad: 

El segundo medio para reconciliar el Derecho con la realidad 
es atender a las normas que se crearan en el futuro, a fin de no 
volver a incurrir en Jos errores históricos. 

Para ello es imprescindible que la manera de producir el De­
recho obligue a los gobernantes a justificar los dispositivos que 
pretendan dictar, cerciorarse de que sean efectivamente necesa~ 
rios, y que sus beneficios excedan a sus costos potenciales; es 
decir, que las instituciones futuras no necesiten ser mayormente 
simplificadas, desregu/adas y descentralizadas más tarde. 116 

La iniciativa legislativa popular es un medio para re­
conciliar el Derecho con la realidad; es un mecanismo de 
participación popular, pero a la vez lo es de control de las 
decisiones. Además, viendo las características de la ley 26300 
que regula la iniciativa legislativa popular, comprobamos 
que los requisitos exigidos son tan razonables que no neLT­
sitar<Ín ser simplificados ni desregulados más tarde, con lo 
que casi está garantizada su permanencia en el futuro. 

El mismo Hernando de Soto, asegura que el proceso de 
producción del Derecho debe ser transparente y debidamente 
controlado, para lo cual habrá que someterlo al control del 
electorado a través de la consulta popular. 117 Nosotros pensa­
mos que la iniciativa legislativa popular también es un meccl­
nismo de control del proceso de producci(Jn del Derecho. 

Si la iniciativa legislativa popular logra funcionar ade­
cuadamente en la realidad ser;í una garantía para la estabi­
lidad de la democracia en los aííos venideros porque al ser 
un derecho político, es indispensable su respeto para que 
el sistema político respete, proteja y promueva !m dere­
chos civiles y los derechos sociales de las personas.'" 

Una última razón para afirmar nuestra confianza en 
que la iniciativa legislativa popular saldrá adelante, a pe­
sar del tradicional divorcio entre las normas y la realidad 
que ha existido en el Perú. es la celeridad con que se ha 
aprobado la ley ~ue la regula. J\ diferencia de otros países. 
como Uruguay, en donde la Constitución de 1967 recoge 
la iniciativa legislativa popular, pero aún no ha sido regla­
mentada, 11

') en el Perú la iniciativa legislativa popular ya 
es una realidad y está totalmente lista para funcionar, con 
requisitos razonables y adecuados establecidos por una ley 
que la regula conforme a la Constitución. 

Esta celeridad en reglamentar el ejercicio de la inicia­
tiva legislativa popular prueba que existe la voluntad polí­
tica de llevar a buen término el derecho de iniciativa legis­
lativa del ciudadano para que sirva como un mecanismo 
est<1bilizador y reafirmador de una verdadera democracia. 

116 SOTO, Hernando de El otro sendero. La revolución informal. Bogotá: Instituto Li­
bertad y DemocraCia, 1989. p 307 

117 loe cit. 
118 BIDART CAMPOS. Germán Democracia y representación. p 18E.o El junsta. Lima 
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CoNSTITUCIONAL 

CoNCLUSIONES 

l. La representación no es incom­

patible con la participación popu­
lar; por el contrario, representa­

ción y participación popular son 

ideas complementarias y clan ori­
gen a una forma más perfecta y avanzada de democra­
cia: la democracia semi-directa. 

2. La iniciativa legislativa como derecho ciudadano es 
una forma concreta de participación popular directa 
en los asuntos públicos, como tal es una institución de 
la democracia semi-directa fundada en la teoría de la 
soberanía popular. 

3. La democracia semi-directa es distinta de la democra­

cia directa. La democracia semi-directa es un punto de 

equilibrio entre la democracia representativa y la de­
mocracia directa. 

4. La iniciativa legislativa popular apareciú en la Consti­
tuci6n francesa de 1793, pero adquirilí su forma ac­
tual en la Constitución alemana de 1919, con la delc­
gacilÍn de su regulaci6n a una ley posterior. 

5. La iniciativa legislativa popular no tuvo muchas opor­
tunidades de funcionar, debido a que las constitucio­
nes que la recogieron tuvieron poco tiempo de vigen­

cia, debido a la inestabilidad de los países. 

ó. El derecho de petici6n es un derecho diferente al de ini­
ciativa legislativa del ciudadano, pues no garanti1.a ple­

namente el respeto de la voluntad popular, y puede ser 
entendido como un derecho del individuo, sea éste na­
cional o extranJero, en peticiones de carácter privado. 

7. El derecho de petición fue recogido por la primera 

constituci6n peruana de la era republicana ( 1 l-12.\ ). cm. a 

que Jo convierte en el más antiguo antecedente de la 
iniciativa legislativa popular en el Perú. 

8. El derecho de participación popular directa en los asun­

tos públicos reconocido por la Constitución de 1979 
es el más directo antecedente del derecho de iniciativa 
legislativa del ciudadano, a pesar de haberse quedado 
como una simple declaración sin efectos prácticos. 

9. La Constitución de 1993 es la primera constitución 
peruana que ha reconocido el derecho de iniciativa le­
gislativa popular; al hacer esto ha democratizado 
significativamente el derecho de iniciativa legislativa 
con relación al pasado. 

1 O. Los requisitos pedidos para el ejercicio de la iniciativa 
legislativa popular por la ConstitucilÍn peruana de 19'J3 
son muy razonables y adecuados a nuestra realidad. 
Comparados con Jos establecidos por la Constituciún 

española de 197l-l, sólo cabe reconocer la llcxihilidad 
y confiama en la institución tenida por nuestro legis­
lador al momento de regular este derecho. 

11. La iniciativa legislativa popular tiene grandes proba­
bilidades de funcionar en nuestra realidad, ya que los 
requisitos establecidos para su funcionamiento son 
ra¡,onables, y sobre todo porque existe la voluntad 

política para que funcione, demmtrada por la celeri­

dad con que !Ue expedida la ley que la regula. 

12. La iniciativa legislativa del ciudadano puede servir 
como elemento estabilizador y afianzador de la demo­
cracia en el Perú, al <!cercar realmente a la ciudadanía 
a la toma de decisiones, y Jcgitim<lr el sic, tema constru­
yendo una verdadera democracia con participaci<ín 
popular cfecti va. ID&SI 


